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JUZGADO TRECE CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD 

Medellín, nueve (9) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Radicado 05001 40 03 013 2023 00243 00 

Accionante Alberto Fernández Ochoa 

Accionado EPS Sura 

Vinculados Cristian Enrique Arce Murillo 

Tema Derecho de petición, seguridad social y mínimo 

vital 

Sentencia General: 096  Especial: 091   

Decisión Declara improcedente frente a seguridad social y 

mínimo vital, concede tutela frente a derecho de 

petición 

 

Se procede a resolver la acción de tutela del trámite de la referencia. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.1.  Manifestó el accionante, que el 23 de enero de 2023 presentó solicitud 

de pago de incapacidades ante Sura Eps, en el cual solicitó el pago de la 

incapacidad causada desde el 3 de noviembre de 2022 al 2 de diciembre de 

2022 ordenada al señor Cristian Enrique Arce Murillo, quien es empleado 

del accionante, además indicó que, la incapacidad no ha sido posible 

radicarla por la página web. 

 

Indicó que, a la fecha de presentación de la acción de tutela, no había 

obtenido respuesta de la petición, por lo que solicitó que Sura Eps emita 

respuesta de la solicitud de indemnización por incapacidad permanente 

parcial. 

 

1.2. La acción de tutela fue admitida el 28 de febrero de 2023, en contra 

de la EPS Sura, se ordenó vincular a Cristian Enrique Arce Murillo, y se les 

concedió el término de dos (2) días para que se pronunciaran sobre los 

fundamentos de hecho y de derecho expuestos por el accionante. 
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En el mismo auto se requirió al accionante y a Sura EPS para que indicaran 

los datos de notificación del señor Cristian Enrique Arce Murillo, vinculado 

dentro de la acción de tutela, por lo que se les concedió el término de 1 día. 

 

1.3. La EPS Sura contestó la acción de tutela señalando, en síntesis, que 

el señor Alberto de Jesús Fernández Ochoa quien es el accionante dentro de 

la tutela, es el empleador del señor Cristian Enrique Arce Murillo, a quien 

le registra incapacidad No. 0-34152340 con fecha de inicio del 3 de 

noviembre de 2022 y finaliza el 2 de diciembre de 2022, incapacidad que 

registra liquidada pero el pago no se puede realizar hasta que el empleador 

realice el proceso de radicación, indicó como es tal proceso en la EPS y 

afirmó que se encuentra conforme a lo indicado en la legislación colombiana.  

 

Frente al derecho de petición indicó que se brindó respuesta al caso No. 

23012428233992 el 25 de enero de 2023 y se envió al correo electrónico 

betof8a@hotmail.com y solicitó negar el amparo constitucional por 

improcedente, toda vez que no hay vulneración de derechos fundamentales 

por parte de Sura EPS. 

 

1.4. Según constancias obrantes a archivos PDF 6 y 7 del expediente 

digital, el vinculado Cristian Enrique Arce Murillo, pese haber sido 

notificado, no contestó la acción de tutela, sin embargo, informó vía 

telefónica que le habían pagado la incapacidad. 

 

 

II. COMPETENCIA 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución 

Política de Colombia y el Decreto 2591 de 1991, artículo 32, es competente 

este Despacho para conocer y decidir respecto de la solicitud de tutela 

impetrada.    

 

III. PROBLEMA JURÍDICO 

 

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el asunto bajo 

estudio, se debe determinar si la acción de tutela instaurada por Alberto de 

Jesús Fernández Ochoa en contra de la ESP Sura, es procedente para 

proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante y de ser 

procedente, determinar la orden a impartir a la entidad accionada. 

 

mailto:betof8a@hotmail.com
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IV. CONSIDERACIONES 

 

4.1. DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

Conforme al artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991, 

el objeto fundamental de la acción de tutela, no es otro que la protección 

efectiva e inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando 

éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una 

autoridad pública o de un particular en los casos expresamente señalados 

en la ley. 

 

4.2. DE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA (ACTIVA – PASIVA) EN LA 

ACCIÓN DE TUTELA. 

 

De conformidad con el artículo 86 de la constitución política “Toda Persona” 

puede recurrir a la acción de tutela “para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 

mismo o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus 

derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 

pública”. 

 

Conforme lo anterior, la acción de tutela puede ser ejercida por toda persona 

que considere que le están vulnerando sus derechos constitucionales 

fundamentales sea nacional o extranjera, natural o jurídica, ciudadano o no, 

que se halle en el territorio colombiano o se encuentre por fuera y la 

autoridad o particular que vulneró los derechos fundamentales se encuentre 

en Colombia. Así pues, puede ser ejercida directamente o por quien actúe a 

su nombre, bien sea por medio de (i) un representante legal en el caso de los 

menores de edad, las personas jurídicas, los incapaces absolutos y los 

interdictos; (ii) mediante apoderado judicial; y (iii) por agencia oficiosa. En 

estos tres últimos casos se debe probar la legitimación en la causa por activa. 

 

Como ya se expresó, por mandato constitucional se faculta a todo ciudadano 

para que en su propio nombre instaure acción de tutela ante una autoridad 

judicial con el fin de hacer valer sus derechos fundamentales cuando los 

considere vulnerados o amenazados; dentro del presente caso, Alberto de 

Jesús Fernández Ochoa actúa en causa propia, por lo que se encuentra 
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legitimado para interponer la presente acción, puesto que alega la 

vulneración al derecho de petición radicado. 

 

Se tiene además la legitimación en la causa por pasiva de la accionada, toda 

vez que es la entidad a la cual se le endilga la “presunta” vulneración de los 

derechos fundamentales esgrimidos por la accionante. 

 

4.3. SUBSIDIARIEDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

Sabido es que el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 consagra la 

tutela para la protección de los derechos constitucionales fundamentales 

cuando éstos han sido vulnerados o están siendo amenazados por la acción 

u omisión de cualquier autoridad pública. Sin embargo, ésta sólo procederá 

cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial instituido 

en el ordenamiento jurídico para la salvaguarda de los intereses en pugna, 

salvo que se utilice como mecanismo transitorio enderezado a evitar un 

perjuicio de carácter irremediable. Es lo que se conoce con el nombre de 

subsidiariedad de la acción de tutela y que se erige como un requisito de 

procedibilidad de la misma.  

 

En términos similares, la Corte Constitucional se ha referido en múltiples 

ocasiones al concepto de subsidiariedad, y como ejemplo de ello, en la 

sentencia T-063 de 2013 el alto tribunal sostuvo que “Por su propia 

naturaleza la acción de tutela tiene un carácter residual o subsidiario, por 

virtud del cual procede de manera excepcional para el amparo de los derechos 

fundamentales vulnerados, por cuanto se parte del supuesto de que en un 

Estado Social de Derecho existen mecanismos judiciales ordinarios para 

asegurar su protección. Así las cosas, este carácter residual obedece a la 

necesidad de preservar el reparto de competencias atribuido por la 

Constitución Política a las diferentes autoridades judiciales, lo cual tiene apoyo 

en los principios constitucionales de independencia y autonomía de la 

actividad judicial. No obstante, aun existiendo otros mecanismos de defensa 

judicial, la jurisprudencia de esta Corporación ha admitido que la acción de 

tutela está llamada a prosperar, cuando se acredita que los mismos no son lo 

suficientemente idóneos para otorgar un amparo integral, o no son lo 

suficientemente expeditos para evitar la ocurrencia de un perjuicio 

irremediable”1. 

 

                                            
1 Corte Constitucional Sentencia T-063 de 2013. Magistrado Ponente Luis Guillermo Guerrero Pérez 
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“Sobre este particular, ha precisado la jurisprudencia que si existiendo el 

medio judicial de defensa, el interesado deja de acudir a él y, además, 

pudiendo evitarlo, permite que éste caduque, no podrá posteriormente acudir 

a la acción de tutela en procura de obtener la protección de un derecho 

fundamental. En estas circunstancias, la acción de amparo constitucional no 

podría hacerse valer ni siquiera como mecanismo transitorio de protección, 

pues tal modalidad procesal se encuentra subordinada al ejercicio de un 

medio judicial ordinario en cuyo trámite se resuelva definitivamente acerca 

de la vulneración iusfundamental y a la diligencia del actor para hacer uso 

oportuno del mismo2”. 

 

En sentencia T-028 de 2017, M.P. Alberto Rojas Ríos precisó: “La Corte ha 

señalado que hay ciertos eventos en los que a pesar de existir mecanismos 

ordinarios de protección, resulta admisible acudir directamente a la acción de 

tutela con el objeto de obtener la protección pretendida, los cuales han sido 

sintetizados de la siguiente manera: (i) cuando se acredita que a través de 

estos es imposible al actor obtener un amparo integral a sus derechos 

fundamentales, esto es, en los eventos en los que el mecanismo existente 

carece de la idoneidad y eficacia necesaria para otorgar la protección de él 

requerida, y, por tanto, resulta indispensable un pronunciamiento por parte 

del juez constitucional que resuelva en forma definitiva la litis planteada; 

eventos dentro de los que es necesario entender que se encuentran inmersos 

los casos en los cuales la persona que solicita el amparo ostenta la condición 

de sujeto de especial protección constitucional y, por ello, su situación requiere 

de una especial consideración por parte del juez de tutela; y (ii) cuando se 

evidencia que la protección a través de los procedimientos ordinarios no resulta 

lo suficientemente expedita como para impedir la configuración de un perjuicio 

de carácter irremediable, caso en el cual el juez de la acción de amparo se 

encuentra compelido a efectuar una orden que permita la protección 

provisional de los derechos del actor, mientras sus pretensiones se resuelven 

ante el juez natural.”  

 

Como puede observarse la acción de tutela es procedente cuando los medios 

ordinarios de defensa no son expeditos o que éstos no tengan la capacidad 

de resolver el problema. Por lo que la acción de tutela no es un mecanismo 

de reemplazo de aquellos que el ordenamiento jurídico ha establecido como 

adecuados para la solución de los conflictos. 

 

                                            
2 Sentencia T - 325 de 2018. M.P. José Fernando Reyes Cuartas. 
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4.4. EL DERECHO AL MÍNIMO VITAL 

 

En lo que toca con el derecho al mínimo vital, claro está, circunscrito su 

análisis a las acreencias laborales, se ha indicado reiterada y 

repetitivamente que este derecho fundamental se sustenta con el concepto 

de Estado Social de Derecho que acogió nuestro constituyente, el cual se 

encuentra en conexión además con otros derechos fundamentales de igual 

envergadura como lo es el derecho a la vida, dignidad humana, salud, entre 

otros más. De esta forma, en una no muy lejana sentencia de la Corte 

Constitucional se enmarcó que:  

 

“Así, en la jurisprudencia de esta Corte se ha planteado, con relación a 

este derecho, que: ‘constituye la porción de los ingresos del trabajador o 

pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades 

básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los 

servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, 

prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el 

derecho a la dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico 

constitucional’. 

3.2.2. La jurisprudencia también ha precisado que para dimensionar 

adecuadamente este derecho, resulta necesario que sea apreciado en 

concreto y no en abstracto, de suerte que se valore cualitativamente el 

mínimo vital de una persona en una situación particular, conforme con sus 

especiales condiciones sociales, económicas y personales. Ello, implica que 

frente a una situación de hecho, el juez deba proceder a valorar las 

especiales circunstancias que rodean a la persona y a su entorno familiar, 

sus necesidades y los recursos que requiere para satisfacerlas, de modo 

que pueda establecer si, efectivamente, se amenaza o vulnera el derecho 

fundamental al mínimo vital3”. 

 

4.5. SOBRE EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN  

 

Este derecho fundamental se relaciona con la garantía de toda persona para 

presentar peticiones a las autoridades o a organizaciones privadas y obtener 

pronta resolución por parte de éstas. Su regulación se encuentra en la Ley 

1755 del 2015.  

 

                                            
3 Sentencia T-374 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa.  
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Como derecho fundamental, éste no se agota en el simple acto de recibir una 

solicitud. Para dar cumplimiento al mandato constitucional, esta solicitud 

debe ser resuelta de una manera pertinente a lo que requiere el actor. Como 

bien lo ha expresado nuestro Tribunal Constitucional: “El derecho de petición 

comprende no sólo la manifestación de la administración sobre el objeto de la 

solicitud, sino también el hecho de que dicha manifestación constituya una 

solución pronta para el caso planteado. Asimismo, el derecho referido exige por 

parte del ente o persona a quien es dirigida la petición el cumplimiento de 

ciertas obligaciones: en primer lugar, la respuesta debe ser adecuada a la 

solicitud planteada y en los términos de la misma. En segundo lugar, la 

respuesta debe ser eficiente para la solución de lo peticionado. En este punto 

se precisa que el funcionario no sólo debe responder, sino que también debe 

esclarecer, dentro del alcance de sus medios, el sendero jurídico necesario 

para lograr la solución del problema. Y, en tercer lugar, la comunicación debe 

ser oportuna1”.  

 

La Corte Constitucional en sentencia T-558 de 2012 señaló lo siguiente:  

 

“(…) el derecho de petición no sólo implica la posibilidad de presentar 

solicitudes a las autoridades estatales o a entes particulares, cuando la ley lo 

permita, sino, de igual manera, que se dé una oportuna respuesta con sujeción 

a los requerimientos establecidos en la ley para dicha petición. Es decir, 

independientemente de que lo resuelto por la entidad sea adverso o no a los 

intereses del peticionario, la resolución del asunto debe contar con un estudio 

minucioso de lo pretendido, argumentos claros, que sea coherente, dé solución 

a lo que se plantea de manera precisa, suficiente, efectiva y sin evasivas de 

ninguna clase. (…) una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente 

la petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la 

respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; es efectiva si la 

respuesta soluciona el caso que se plantea(artículos 2, 86 y 209 de la C.P.); y 

es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal 

manera que la solución a lo pedido verse sobre lo preguntado y no sobre un 

tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya 

la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre 

relacionada con la petición propuesta. Bajo ese entendido, para que la 

respuesta a la petición se encuentre ajustada a la ley y a lo que la 

jurisprudencia constitucional ha manifestado al respecto, la misma, además 

de ser oportuna y de fondo como ya se mencionó, debe ser comunicada al 

peticionario. (…) En ese sentido, la respuesta que se le otorgue a las solicitudes 
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realizadas en virtud de los anotados derechos, debe ir acorde con los principios 

antes mencionados. Así las cosas, bajo ese punto de vista no es de recibo exigir 

a la persona trámites innecesarios o engorrosos, que imponen una carga 

desproporcionada que no tiene porqué soportar y que se pueden convertir en 

un obstáculo para la materialización de sus derechos, más aún, cuando la 

entidad está en la capacidad de evitar tales inconvenientes, para que el 

peticionario pueda satisfacer de manera idónea sus pretensiones y no verse 

afectado en sus derechos”. 

 

En Sentencia C-007 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, la Corte 

Constitucional recordó el alcance del derecho de petición, atendiendo la 

consagración expresa en la Constitución (art.23), precisando:  

 

“Según abundante jurisprudencia de este Tribunal, el derecho de petición es 

fundamental y tiene aplicación inmediata, sus titulares pueden ser personas 

mayores o menores de edad, nacionales o extranjeros, y a través de éste se 

puede acudir ante las autoridades públicas o ante particulares. Así mismo, el 

derecho de petición tiene un carácter instrumental en tanto a través de éste se 

busca garantizar la efectividad de otros derechos constitucionales, como los 

de información, participación política, libertad de expresión, salud y seguridad 

social, entre otros.  

 

15. Así mismo, la Corte ha señalado que su núcleo esencial reside en una 

resolución pronta y oportuna de la cuestión que se pide, una respuesta de 

fondo y su notificación, lo anterior no necesariamente implica una respuesta 

afirmativa a la solicitud. Así pues, se entiende que este derecho está protegido 

y garantizado cuando se obtiene una contestación oportuna, de fondo, clara, 

precisa, congruente y la misma es puesta en conocimiento del peticionario. El 

incumplimiento de cualquiera de estas características envuelve su vulneración 

por parte de la autoridad o del particular. 

 

(…) En concordancia con lo expuesto hasta el momento, “puede afirmarse que 

el ejercicio del derecho de petición no exige formalidades más allá de las que 

establecen la Constitución Política y la Ley”, y está regulado por unas reglas 

previstas en el ordenamiento jurídico, las cuales pueden sintetizarse así:  

 

“a) El derecho de petición es determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
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garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la 

información, a la participación política y a la libertad de expresión.  

 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.  

 

c) La respuesta a las peticiones debe cumplir con los requisitos de: 1. 

oportunidad, 2. resolverse de fondo con claridad, precisión y congruencia con 

lo solicitado y 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple 

con estos requisitos, se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición.  

 

d) La respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita e) Este derecho, por regla general, se aplica 

a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la 

Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine.  

 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 

particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. cuando el particular 

presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad, el derecho 

de petición opera igual como si se dirigiera contra la Administración. 2. Cuando 

el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad 

de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Si la 

tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 

un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente”.  

 

Igualmente, la sentencia T 058 de 2018, reiteró:  

 

“Ahora bien, la obligación de resolver de fondo una solicitud no significa que 

la respuesta sea aquiescente con lo solicitado, sino el respeto por el ejercicio 

del derecho fundamental de petición, es decir, se debe emitir una respuesta 

clara, precisa, congruente, de fondo, sin que ello signifique necesariamente 

acceder a lo pretendido. Debe recordarse que es diferente el derecho de 

petición al derecho a lo pedido: “el derecho de petición se ejerce y agota en la 

solicitud y la respuesta. No se decide propiamente sobre él [materia de la 

petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el reconocimiento o no del 

derecho subjetivo invocado (…)”. Es decir, la entidad o particular al que se 
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dirija la solicitud está en la obligación de resolver de fondo la solicitud, lo que 

no significa que deba acceder necesariamente a las pretensiones que se le 

realicen”.  

 

En conclusión, el derecho de petición no se agota en el simple acto de recibir 

una solicitud; para dar cumplimiento al mandato constitucional, esta 

solicitud debe ser resuelta de una manera pertinente a lo que requiere el 

actor y puesta en conocimiento del mismo. 

 

V. CASO CONCRETO 

 

De acuerdo con la situación fáctica planteada por la parte actora, se observa 

que, lo señalado por el accionante como hecho vulnerador del derecho 

fundamental, es la negativa por parte de la EPS Sura de responder a la 

solicitud de realizar el pago de la incapacidad prescrita a quien fuera su 

empleado y que él afirma asumió el pago en calidad de empleador. 

 

De manera inicial, el Despacho verificará los requisitos generales de 

procedencia de la acción de tutela, en especial si se satisface el requisito de 

subsidiariedad frente a los derechos fundamentales del mínimo vital y 

seguridad social por no pago de incapacidad. 

 

Se tiene acreditado que el empleador es quien presentó la solicitud de pago 

de incapacidad y quien interpone la acción de tutela, de ahí que acreditada 

se encuentre la legitimación en la causa por activa, amén de que la 

legitimación en la causa por pasiva igualmente se acredita en tanto la 

accionada es quien presuntamente vulnera los derechos del accionante. 

 

Respecto de la inmediatez advierte esta judicatura que se encuentra 

satisfecho tal requisito para acudir a la acción de tutela, teniendo en cuenta 

que los hechos relatados en el escrito tutelar, específicamente la 

presentación de solicitud de pago de la incapacidad se generó a partir del 

23 de enero de 2023. 

 

Ahora, previo a decidir si se debe estudiar de fondo si hubo una vulneración 

real o no a los derechos fundamentales del mínimo vital y seguridad social 

invocados por el accionante, es menester entrar a determinar si se 

encuentra probado algún perjuicio irremediable o amenaza de sufrirlo, toda 
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vez que este es un requisito fundamental para determinar la procedencia de 

la acción de tutela. 

 

En razón a lo anterior, resulta necesario hablar de perjuicio irremediable 

que, según lo definido por la Corte Constitucional, es un daño a un bien que 

se deteriora irreversiblemente hasta el punto en que ya no puede ser 

recuperado en su integridad y en este sentido ha establecido que tal 

perjuicio debe: (i) ser inminente; (ii) grave; (iii) requerir de medidas urgentes 

para su supresión, y (iv) demandar la acción de tutela como una medida 

impostergable.  

 

Del escrito de tutela no se advierte la existencia y sustento alguno 

relacionado con un perjuicio irremediable con ocasión al no pago de la 

incapacidad por parte de la EPS Sura, que fuera prescrita a Cristian Enrique 

Arce Murillo de la cual el accionante mediante escrito obrante en archivo 

PDF 08 del expediente digital, afirmó haberla sufragado en calidad de 

empleador, lo cual se confirmó por el señor Arce Murillo (según constancia 

obrante a archivo PDF 06 del expediente) y que ahora el empleador requiere 

sea reembolsada. 

 

Ahora, según lo narrado por el accionante en el escrito de tutela, este 

Despacho no encuentra acreditado una afectación actual al mínimo vital, y 

de la fundamentación fáctica y las pruebas aportadas con la acción de 

tutela, encuentra el Juzgado que el accionante no es sujeto de especial 

protección constitucional, pues no se encuentra en una situación de 

debilidad manifiesta, ni demuestra que exista un perjuicio irremediable que 

amerite la intervención del Juez constitucional en lugar de realizar los 

trámites conforme las exigencias de la EPS para la radicación de 

incapacidades o en determinado caso dirigirse ante el Juez ordinario laboral 

para exigir el reembolso de las incapacidades generadas a sus empleados. 

 

En este caso en concreto, la acción de tutela procede cuando no existen 

otros medios de defensa judiciales, restricción que tiene su fundamento 

jurídico en el artículo 86 de la Constitución, que le otorga a este mecanismo 

una naturaleza subsidiaria, por lo cual, no está llamada a prosperar cuando 

a través de ella se pretenden sustituir los medios ordinarios de defensa 

judicial. Lo anterior, se reafirma por el artículo 8º del Decreto 2591 de 1991, 

norma que permite la procedibilidad de la acción de tutela cuando el 

afectado dispone de otro medio de defensa judicial, pero bajo la condición 
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de que sea utilizada como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable.  

 

Deviene de lo anterior, que no se evidencia que Alberto de Jesús Fernández 

Ochoa se encuentre en una situación de debilidad manifiesta o en inminente 

riesgo, de ahí, que no sea la acción constitucional impetrada el mecanismo 

idóneo para obtener una pretensión de este linaje, pues no se satisface la 

residualidad que caracteriza la acción de tutela. 

 

Aunado a lo anterior, este Despacho no advierte que la acción de tutela 

pudiera proceder como mecanismo transitorio de protección a los derechos 

invocados, por la ocurrencia de un perjuicio irremediable, pues el 

accionante no probó la inminencia de un daño que requiera medidas 

urgentes e impostergables a través de esta acción constitucional.  

 

Así, este Despacho declarará improcedente la presente acción 

constitucional por existir otro medio judicial idóneo y eficaz para la 

protección de los derechos que reclama el accionante, el cual no ha sido 

agotado, lo que quiere decir, que Alberto de Jesús Fernández Ochoa deberá 

radicar conforme al trámite dispuesto por Sura EPS para la radicación del 

pago de incapacidades, puesto que si bien en la solicitud afirmó que no ha 

sido posible radicarlas por la página de la EPS, no se acreditó por ningún 

medio que hubiera intentado radicarlas como lo solicita la EPS, además, 

una vez agotado el debido proceso,  puede acudir a la jurisdicción en lo 

laboral para lograr que sea el Juez natural quien resuelva sus pretensiones.  

 

De otro lado, frente al derecho fundamental de petición, se encuentra 

acreditado que el accionante radicó la solicitud de pago de incapacidad el 

23 de enero de 2023; en la contestación de Sura EPS, se indicó que emitió 

respuesta a dicha petición el 25 de enero de 2023 y fue remitida al correo 

electrónico betof8a@hotmail.com, pero no se acreditó dentro del escrito de 

respuesta o sus anexos que efectivamente se hubiera emitido tal respuesta 

y que se hubiera puesto en conocimiento del accionante. 

 

En ese orden de ideas, es evidente que existe una conducta de la cual se 

puede deprecar una vulneración del derecho de petición, y más teniendo en 

cuenta que el núcleo esencial del derecho se satisface con que la respuesta 

sea oportuna, resuelva de fondo lo pedido, sin que ello signifique 

necesariamente acceder a lo pretendido, y se ponga en conocimiento del 

mailto:betof8a@hotmail.com
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interesado la misma, toda vez que, pese a que la EPS Sura afirmó que 

procedió a emitir respuesta y ponerla en conocimiento del accionante, esto 

no se encuentra acreditado dentro del expediente.  

 

En ese orden de ideas, se procederá a conceder el amparo solicitado frente 

al derecho de petición y, en consecuencia, se ordenará a Sura EPS, que en 

el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas hábiles contadas a 

partir de la notificación del presente fallo, si aún no lo ha hecho, emita y 

entregue respuesta clara, completa y de fondo a la petición radicada el 23 

de enero de 2023 formulada por el accionante, advirtiendo que la respuesta 

no deberá ser positiva a los intereses del accionantes, y que dé cuenta de 

ello al Despacho a efectos de verificar el cumplimiento de la orden judicial. 

 

Finalmente, respecto de Cristian Enrique Arce Murillo, se abstendrá de 

emitir orden alguna, toda vez que no se advierte que se encuentre 

vulnerando derechos fundamentales del accionante. Por lo que, se 

desvincularán de la presente acción constitucional. 

 

VI. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la suscrita Juez Trece Civil Municipal de 

Oralidad de Medellín, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por mandato de la Constitución Política, 

 

RESUELVE 

 

Primero: Declarar improcedente la presente acción constitucional 

presentada por Alberto de Jesús Fernández Ochoa en contra de la EPS 

Sura, frente a los derechos fundamentales del mínimo vital y la seguridad 

social por el no reembolso del pago de incapacidad que hiciera a su 

empleado, conforme las razones antes expuestas en la parte motiva. 

 

Segundo: Conceder el amparo constitucional al derecho fundamental de 

petición invocado por el señor Alberto de Jesús Fernández Ochoa en 

contra de Sura EPS, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva.  

 

Tercero: Ordenar a Sura EPS que en el término improrrogable de cuarenta 

y ocho (48) horas hábiles contadas a partir de la notificación del presente 

fallo, si aún no lo ha hecho, emita y entregue respuesta clara, completa y 
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de fondo a la petición radicada el 23 de enero de 2023 formulada por el 

accionante, advirtiendo que la respuesta no deberá ser positivas a los 

intereses del accionantes, y que dé cuenta de ello al Despacho a efectos de 

verificar el cumplimiento de la orden judicial. 

 

Cuarto: Desvincular de la presente acción a Cristian Enrique Arce Murillo 

por lo expuesto en precedencia. 

 

Quinto: Notificar a las partes la presente providencia e informarles que 

puede ser impugnada al correo electrónico 

cmpl13med@cendoj.ramajudicial.gov.co en horario de 8:00 a.m. a 5:00 

p.m. de lunes a viernes conforme lo dispuesto en el artículo 31 del Decreto 

2591 de 1991 y dentro de los tres días siguientes a la notificación. En caso 

de no ser impugnada dentro, remítase inmediatamente el expediente a la 

Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
PAULA ANDREA SIERRA CARO 
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JARC 
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